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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 
 

Medellín, catorce (14) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 
Magistrado: JOSE OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
Radicado: 05360 31 03 001 2021 00013 01 
Demandante: MARIO ARMANDO JARAMILLO RAMÍREZ. 
Demandados:  EDGAR ANDRÉS JARAMILLO GÓMEZ y otros. 
Extracto: 1. Se satisfacen los presupuestos axiológicos de la pretensión, 

aunado que el actor cumplió con la carga probatoria que le 
correspondía para obtener el efecto jurídico perseguido, tal 
como se lo imponía el artículo 167 del C. G. del P..  

 2. El principio de la congruencia implica que el asunto deba 
resolverse conforme lo pretendido en la demanda, en el marco 
del artículo 281 del C. G. del P.; máxime cuando los accionados 
no presentaron oposición o excepciones, y contra ellos emergen 
indicios por su misma conducta procesal, tal como se desprende 
del artículo 241 ibídem.  

 3. Sin que confluyan en las presentes los elementos del artículo 
1741 del C.C. para decretar de oficio la nulidad absoluta de los 
instrumentos que se atacan con la acción, la decisión será de 

conformidad. CONFIRMA LA SENTENCIA ATACADA. 
 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la 

parte demandada contra la sentencia de primera instancia, proferida 

en el referenciado por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Itagüí. 

 

 

ANTECEDENTES 
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DE LA DEMANDA: 

 

 

MARIO ARMANDO JARAMILLO RAMÍREZ promovió proceso  

declarativo en contra de los herederos determinados e 

indeterminados de  EDGAR FABIO JARAMILLO RAMÍREZ, siendo 

ellos; EDGAR ANDRÉS, PAOLA ANDREA, estos apellidados 

JARAMILLO GÓMEZ; LEIDY TATIANA JARAMILLO GIL: y los 

menores JOHAN ALEJANDRO JARAMILLO RAMÍREZ 

(representado por TATIANA MARCELA RAMÍREZ PATIÑO), 

MARIANGEL JARAMILLO GARCÍA (acudida por YEIMI ANDREA 

GARCÍA ALARCÓN), SARA ISABEL JARAMILLO GÓMEZ 

(representada por SANDRA MILENA GÓMEZ ARISTIZABAL).  

 

Como pretensión se pidió se declare extinguida la obligación  

contenida en los pagarés “1/5, 2/5, 3/5, 4/5 y 5/5” (sic), todos con 

fecha de vencimiento el 20 de diciembre de 2014, y por valor cada 

uno de $100’000.000,oo. 

 

Consecuencialmente deprecó se declare extinguida la hipoteca 

constituía mediante la Escritura Pública 3.409 del 26 de septiembre 

de 2013, corrida en la Notaría Cuarta de Medellín, sobre el inmueble 

con matrícula inmobiliaria 001-649641, ordenándose su 

correspondiente cancelación en la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos. 

 

La causa petendi se fundamentó en que los hermanos MARIO 

ARMANDO y EDGAR FABIO, ambos de apellidos JARAMILLO 
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RAMÍREZ, el segundo fallecido, mediante la Escritura atrás referida, 

constituyeron hipoteca abierta en cuantía de $1’000.000,oo, sobre el 

inmueble mencionado, en cuya cláusula 5ª se estableció que tal 

gravamen se extinguiría por pago o por medios legales. 

 

Que el 2 de octubre del mismo año (2013), MARIO ARMANDO y 

EDGAR FABIO firmaron simuladamente cinco (5) pagarés, cada uno 

por valor de $100’000.000,oo y con vencimientos el 20 de septiembre 

de 2014, cuya finalidad eran (junto con la hipoteca), ayudar al 

segundo (hoy finado), para que demostrara la existencia de una 

garantía y acreencia a su favor, por valor de  $500´000.000,oo, con 

el fin de obtener un préstamo de parte de un tercero. 

 

Que el dinero mencionado en los títulos valores nunca se entregó, ni 

se hizo pago de intereses; pero el 2 de junio de 2018 don EDGAR 

FABIO decidió terminar con su vida, según se presume “por estar 

ilíquido mas no insolvente”. 

 

Que la acción cambiaria de los pagarés se encuentra civilmente 

extinguida, y  al ser la hipoteca accesoria a ella, corre ídem suerte. 

 

 

LA CONTRADICCIÓN: 

 
 

Una vez emplazados los herederos indeterminados de EDGAR 

FABIO JARAMILLO RAMÍREZ,  se les nombró Curador quien 

contestó a la demanda, manifestando que no le constaban la mayoría 

de los hechos, y propuso como excepciones las que rotuló: 
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1.  “ABUSO DEL DERECHO A DEMANDAR”, fundada en que se 

pretende evadir el pago de una obligación clara, expresa y 

exigible, arguyendo una simulación de la que no hay pruebas. 

 

2. “PRINCIPIO NEMO AUDITUR PROPRIAM TURPITUDINEM 

ALLEGANS”, argumentando en nadie puede aprovecharse  de 

su propio error, dolo o culpa. Así, que el demandante de mala 

fe  pretende evadir  el pago de obligaciones,  sustentado en una 

simulación no probada y en su prescripción, siendo extraño que  

alegue tales situaciones cuando fue llamado a la sucesión de 

su hermano, y no antes.  

 

Los demás demandados no contestaron la demanda ni presentaron 

excepciones de mérito. 

 

 

DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

 

 

Luego de  definir la prescripción extintiva  y sus características, indicó 

que en el expediente obran los pagarés y escritura pública contentiva 

de la hipoteca, mencionados en los antecedentes, siendo claro que 

los primeros (títulos), tenían como fecha de vencimiento el 20 de 

septiembre de 2014, momento a partir del cual se contaba con el 

término de tres años para ejercer la acción cambiaria, conforme lo 

establecido en  el artículo 789 del C. de Co.. 
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Que para la configuración de la prescripción extintiva, se requiere el 

transcurso del tiempo y la inactividad del demandante, y en este caso 

se tenía hasta el 20 de septiembre de 2017 para ejercitar la acción; 

aunado a que la simulación referida por la actora no ha sido 

declarada judicialmente, razón por la cual las obligaciones se 

consideran como existentes,  válidas, y producen efectos jurídicos. 

 

Que respecto a la hipoteca, esta tenía por objeto garantizar las 

obligaciones pactadas en los pagarés, sin que existan otras 

pendientes según las manifestaciones de las mismas partes, quienes 

admitieron que el objeto de los pagarés y la hipoteca era  obtener un 

crédito de parte de un tercero, aunque con posterioridad cuestionaron 

la existencia de las referidas obligaciones.  

 

Que además  en la audiencia  inicial los señores JARAMILLO 

GÓMEZ, LEIDY JARAMILLO GIL, JOHAN ALEJANDRO 

JARAMILLO RAMÍREZ, y YEIMI ANDREA GARCÍA ALARCÓN 

(representante de la menor MARIANGEL JARAMILLO GARCÍA), 

manifestaron su intención de allanarse a las pretensiones  de la 

demanda; concluyendo que al ser la hipoteca accesoria a la 

obligación principal, se presenta la extinción de ambas por 

configurarse la prescripción, y en ese sentido estimó las pretensiones 

de la demanda, y condenó en costas a la parte demandada. 

 

 

DE LA APELACIÓN:  
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Dicha sentencia fue apelada por la parte demandada, quien en la 

formulación como sustentación del recurso, argumentó que hay “error 

de hecho por falso juicio de existencia”, porque se declaró la 

existencia del contrato de mutuo sin que se probara la entrega de 

dinero al demandante, quien además confesó que en realidad el 

contrato no se perfeccionó, confesión desconocida por el a quo que 

estimó las pretensiones. 

 

También arguyó que no se aplicaron al caso los artículos 784 numeral 

12 del C. de Co.; y 2222, 1625, 1740, 1741, 1742 y 1746 del C.C., 

siendo que era el demandante quien tenía la carga de probar la 

existencia de la obligación de la que pretendía su prescripción; pero, 

por el contrario, confesó que nunca existió (artículo 222 C.C.). 

 

Que al no haber circulado los pagaré, no se desprendió del negocio 

causal, y como el mutuo fue inexistente, su simulación afecta a los 

títulos valores, y eso fue lo que debió declarar el Juez. (artículo 784 

C. de Co.); y si la premisa para que una obligación sea declarada 

prescrita, es que exista, como en este caso ello no se daba debió 

declararse la nulidad absoluta, pues los efectos de la  prescripción y 

la nulidad son diferentes (artículo 1625, 1740, 1741, 1746  C.C.). 

 

Que el Juez al no declarar la nulidad, dio plena validez a los títulos 

valores y a la hipoteca, desconociendo que el artículo 1742 del C.C. 

le impone el deber de declararla cuando  aparezca de manifiesto. 

 

La parte demandante no hizo pronunciamiento alguno. 
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Así las cosas, se resolverá la alzada, previas:    

 

 

CONSIDERACIONES 

 
 

INTROITO: 

 
 

Los presupuestos procesales se encuentran reunidos, y sin que se 

observe irregularidad que invalide lo actuado, confluyen las 

condiciones necesarias para proferir sentencia de segunda instancia. 

 

En las presentes solo la parte demandada apeló la sentencia de 

primera instancia, por lo que en atención al artículo 328 del C. G. del 

P., nos limitaremos a los reparos expuestos por el apelante, de donde 

los problemas jurídicos se enuncian así:  

 

¿Considerando la pretensión formulada, cuál era la carga del 

demandante para obtener el efecto jurídico perseguido; y si confluían 

los presupuestos para su estimación? 

 

¿Resulta dable debatir el derecho causal de cara a los fenómenos 

extintivos que se enarbolan como pretensiones? 

  

¿Existían elementos para declarar la simulación en la suscripción de 

los títulos valores; sino, para declarar la nulidad absoluta del 

correspondiente negocio jurídico conforme el artículo 1742 del C.C.?  
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DE LA PRESCRIPCION COMO ACCION:  

 

 

En la adición que hiciera el artículo 2º de la Ley 791 de 2002 al 

artículo 2513 del C.C., el inciso final de esta norma deja en claro que:  

 

“La prescripción tanto la adquisitiva como la extintiva, podrá invocarse por 
vía de acción o por vía de excepción, por el propio prescribiente, o por sus 
acreedores o cualquiera otra persona que tenga interés en que sea 

declarada, inclusive habiendo aquel renunciado a ella.”.  
 

Entonces, desde la misma definición de la prescripción, la cual 

incluye ser “… un modo de… extinguir las acciones o derechos 

ajenos, por … no haberse ejercido dichas acciones y derechos 

durante cierto lapso de tiempo”, tal como indica la norma referida en 

el párrafo anterior, la que a propósito, también señala “Se prescribe 

una acción o derecho cuando se extingue por la prescripción.”.  

 

Tales normas, deben verse en armonía con el artículo 2357 de tal 

Estatuto Sustantivo, en cuanto a que “La acción hipotecaria y las 

demás que proceden de una obligación accesoria, prescriben junto 

con la obligación a que acceden.”, lo que quiere decir, que tanto la 

obligación principal puede extinguirse por el transcurso del tiempo, 

así como la garantía misma, donde en todo caso, tal evento debe 

alegarse, en este caso demandarse, pues el juez “no puede 

declararla de oficio”, tal como lo indica el primer supuesto normativo 

del artículo 2513 en cita. 
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Por todo ello, la doctrina autorizada en la materia y dimanada de la 

Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, ha hecho saber que:  

 

“La “hipoteca abierta” es un contrato accesorio que tiene por objeto 
garantizar, de manera general, el cumplimiento de una o varias 
obligaciones a cargo del deudor y a favor del acreedor, determinables 
durante la vigencia de la relación contractual entre las partes. Las 
prestaciones generalmente son futuras, pues, al momento de la 
constitución de la garantía, son indeterminadas en su existencia o cuantía. 
… 
“No obstante, la hipoteca individualmente considerada también puede 
extinguirse… Es claro, entonces, que de extinguirse la obligación principal 
fenece la obligación accesoria, en virtud del principio general del derecho 
de que “lo accesorio sigue la suerte de lo principal”». 
 
“Es decir que la hipoteca puede ser abierta pero no ilimitada ni perpetua, 
pues siempre está sujeta a que se establezca la suma máxima que se 
garantiza, el tiempo de vigencia de la garantía o de utilización de los 
créditos, la forma en que se harán los desembolsos, la causa y finalidad de 
la obligación que se ampara, el titular del crédito y las deudas específicas 
que se respaldan con dicha caución. 
 
“La hipoteca abierta, en suma, no puede entenderse como una garantía 
indeterminada, absoluta, eterna e imperecedera a favor del acreedor, pues 
ello supondría no sólo la imposición de un gravamen excesivamente 
abusivo a la parte más débil de la relación contractual, sino que convertiría 
la hipoteca en una obligación principal, lo cual es jurídicamente inadmisible 
(…)”. Citas dentro del texto. Sentencia STC-2020.  

 

De lo anterior se concluye parcialmente, que es factible que el 

gravamen o garantía, se extinga, por entre otras, el transcurso del 

tiempo, así se trate de una del tipo “abierto”; cuestión que está 

supeditada a la suerte de la obligación principal a la que accede, 

donde en este caso se reclamó la prescripción, lo cual se acompasa 

con el numeral 10 del artículo 1625 del C.C.. 

 

Entonces, la hipoteca como derecho real que es, puede extinguirse 

de la denominada forma; aunque en todo caso el interesado podrá 

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/tutelas/B%20DIC2020/T%202020-00044-01.doc
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alegar la interrupción de la prescripción, lo que conforme el artículo 

2539 del C.C., puede ser natural o civilmente.  

 

 

DEL ANALISIS PROBATORIO:  

 

 

De entrada, y como obligación principal, encontramos los pagarés 

rotulados en las numeraciones 1/5, 2/5, 3/5, 4/5 y 5/5 (folio 14 a  23 

– 02DemandayAnexos), cada uno de ellos por valor de  CIEN 

MILLONES DE PESOS ($100’000.000,oo), donde también de 

manera uniforme se les inscribió como “Fecha de iniciación” 20 de 

septiembre de 2013, y de “Vencimiento” 20 de septiembre de 2014. 

En los mismos se fijó intereses de plazo 1.5% mensual vencido, y el 

de mora el “máximo legal”. 

 

También se incorporó la Escritura Pública de hipoteca abierta 

numerada con el 3.409 del 26  de septiembre de 2013, corrida en la 

Notaría Cuarta de Medellín (folio 24– 02DemandayAnexos.), 

instrumento que adicionalmente se rotuló con el “$1’000.000,oo”, 

suma de la que luego se dijo era el crédito inicialmente aprobado y 

desembolsado, precisándose su carácter de primer grado y “sin límite 

de cuantía”, la misma sobre el inmueble con matrícula inmobiliaria 

001-649641, el que a propósito, también se allegó (folio 27– 

02DemandayAnexos). 

 

También se incorporó Registro  Civil de Defunción de EDGAR FABIO 

JARAMILLO,  por hecho ocurrido el  2 de junio de 2018 (folio 35 – 
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02DemandayAnexos.), generador del auto del 14 de diciembre del 

mismo año dimanado del Juzgado Cuarto de Familia de Medellín, el  

que declaró abierto el correspondiente proceso de sucesión 

intestada. Ahí se reconocieron como herederos a los hoy 

demandados determinados (folio 31 – 02DemandayAnexos.) 

 

El mismo juzgado, pero ya el 22 de febrero de 2019, por auto 

reconoció como heredera a  LEIDY TATIANA JARAMILLO GIL (folio 

35 – 02DemandayAnexos), para en providencia del 12 de abril del 

mismo año, indicar que SARA ISABEL JARAMILLO GÓMEZ se 

encuentra vinculada al proceso (folio 36–02DemandayAnexos.). 

 

También y ya en las presentes, se recibió interrogatorio al 

demandante1, quien dijo que en el año 2013, le firmó a su hermano 

EDGAR FABIO cinco pagarés, cada uno por $100’000.000,oo, con el 

fin que este pudiera demostrar que en un año iba a recibir 

$500’000.000,oo, y así obtener un préstamo por parte de un tercero, 

lo que se garantizó con la hipoteca demandada, aunque enfatizó que 

en ningún momento recibió esos dineros; incluso, primero se firmó la 

escritura de hipoteca, y luego los pagarés, sin que existen más 

obligaciones que se hubieran respaldado con ese gravamen. 

 

Enfatizó que los herederos de su hermano nunca le reclamaron esas 

sumas de dinero,  porque ellos sabían la razón por la cual se habían 

firmado, sin que sepa del trámite de la sucesión de su hermano. 

 

 
1 Min 5:00. 38GrabacionAudienciaInicialParte2 y 39GrabacionAudienciaInicial Parte3 
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Que su hermano ni él anularon los pagarés o la hipoteca, porque 

dejaron abierta la opción para el evento en que con posterioridad 

aquel necesitara hacer otro préstamo; aunque enfatizó que no existe 

obligación de pagar dinero, porque en realidad el préstamo no se 

realizó, siendo solo un acuerdo para que su hermano demostrara que 

iba a tener un ingreso dinero. 

 

Finalizó indicando que su hermano era comerciante, invertía en 

propiedades, tenía droguerías, y que la relación con los hijos de este 

siempre ha sido lejana. 

 

Doña ANDREA GARCÍA como representante de MARIANGEL 

JARAMILLO GARCÍA2, la que dijo que el causante era el padre de su 

hija, con quien sostenía una relación pero era ajena a los temas de 

negocios, sin que le consten los hechos del proceso, por lo que se 

acoge a las pretensiones para levantar la hipoteca. 

 

Del actor, que apenas lo conocía por fotos, y una vez que lo vio de 

lejos, ignorando las negociaciones que hacía el padre de su hija, 

aunque sabe que era comerciante. 

 

PAOLA JARAMILLO GÓMEZ3, contadora quien expuso que no tiene 

conocimiento de los negocios de su padre, ni conoció del negocio de 

los títulos valores. En igual sentido JOHAN ALEJANDRO 

JARAMILLO RAMÍREZ4, el que dijo que desconoce de los hechos de 

 
2 minuto 11:24 - 39GrabacionAudienciaInicialParte3. 
3 minuto  15:58 - 39GrabacionAudienciaInicialParte3. 
4 minuto 18:44 - 39GrabacionAudienciaInicialParte3 
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este proceso, como tampoco sabe de los negocios de su progenitor; 

y que su madre –TATIANA-. no compareció a la audiencia, porque 

actuaba en su representación y él ya es mayor de edad. 

 

Dijo que su relación con su tío ARMANDO –demandante-, es lejana, 

y que la sucesión de su padre la están tramitando por Notaría, 

aunque no recuerda cuál.  

 

Finalizando esta relación probatoria, aparte de considerar que los 

demandados-recurrentes no contestaron a la demanda (artículo 97 

C. G. del P.), llama la atención de la Sala que luego de las 

intervenciones de los demandados, su apoderado judicial señaló que 

si bien en un principio manifestaron que se allanarían a las 

pretensiones de la demanda, del interrogatorio del demandante se 

desprende que las obligaciones no existieron o fueron simuladas, 

razón por la cual no es dable declarar la prescripción de algo 

inexistente. 

 

En la misma línea, contamos con memorial del 22 de septiembre 

2022, en el que SANDRA MILENA GOMEZ ARISTIZABAL como  

representante legal de la menor SARA ISABEL JARAMILLO 

GÓMEZ, se allana  a los hechos y pretensiones de la demanda, y 

solicita proferir sentencia anticipada por prescripción5. 

 

En tal escrito aquella indicó que era la compañera permanente de 

EDGAR FABIO para el momento de su deceso, y que lo referido en 

 
5 36MemorialAllanamiento. 
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la demanda es cierto, que los pagarés están prescritos, y por tal 

motivo al igual que los demás herederos, está de acuerdo con que 

se profiera sentencia anticipada por prescripción, y de todos modos 

que está de acuerdo con se proceda con la cancelación del gravamen 

hipotecario, porque el actor no adeuda dinero6. 

 

Incluso, en la audiencia inicial  del 19 de mayo de  2022, el apoderado 

de la parte demandada indicó que no se iban a oponer a la 

pretensión, entendiendo que lo perseguido es levantar la hipoteca 

sobre el bien inmueble, y que tal conducta es porque técnicamente la 

hipoteca jamás existió y era un negocio simulado, pero acá lo 

objetivamente comprobable era la prescripción, sin que sea posible 

conciliar y suscribir una escritura en ese sentido, porque no se 

encuentran todas las partes, pero reiteran que desean acogerse a las 

pretensiones7. 

 

En la continuación de la audiencia inicial, el 23 de septiembre de 

2022, el apoderado de la parte demandada nuevamente señala que 

se le puede dar una solución a la litis sin tener que agotar todas las 

etapas del proceso, aunque no es posible realizar una conciliación 

porque falta una de las partes y los herederos indeterminados; pero 

que como lo expresaron desde la primera  audiencia, no formulaban 

oposición alguna a la pretensión, porque es verificable de manera 

objetiva que el paso del tiempo genera el efecto de la prescripción.  

 

 
6  36MemorialAllanamiento – 01PrimeraInstancia. 
7 27AudioAudiencianInicial-Suspendida  - 01PrimeraInstancia. 
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Por tal razón, solicitan que se dicte sentencia anticipada  acogiendo 

las pretensiones de la demanda, ya que la ley lo permite porque se 

están allanando a las pretensiones, y los elementos  de prueba 

permiten verificar objetivamente  lo pertinente8. 

     

Lo anterior corresponde a conductas procesales de la que es difícil 

desligarlas de lo previsto en el artículo 241 del C. G. del P., en la 

medida que resulta contradictorio que en un momento los 

demandados, estuvieran mostrando una actitud de allanamiento de 

la demanda, y ahora vía alzada se opongan como lo hacen.  

 

Ahora, de cara a la resolución con los problemas jurídicos, 

comenzando por el primero, en la pretensión que nos ocupa a la parte 

actora de incumbía probar: 1) la existencia del crédito instrumentado 

y la garantía; 2) que la obligación se tornó exigible; 3) que se satisfizo 

el tiempo legalmente previsto para consolidar el evento extintivo.  

 

Pues bien, lo mismo está satisfecho. Lo primero, documentalmente, 

sin que lo pertinente haya sido objeto de tacha por falsedad; lo 

segundo, se desprende de los mismos instrumentos, en los cuales 

se inscribió como fecha de vencimiento 20 de septiembre de 2014, lo 

cual no fue cuestionado; y, lo tercero, debe recordarse que del 

artículo 789 comercial, para ello se cuenta con tres años, donde en 

los instrumentos es recaudo ello se cumplió, para los cinco (5) 

instrumentos, el 20 de septiembre de 2017, sin que antes de esa 

 
8 37GrabacionAudienciaInicialParte1 - 01PrimeraInstancia. 
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fecha se materializara cualquier evento interruptor bien fuera civil o 

judicial, punto en el que no había debate.  

 

Satisfecho lo anterior las súplicas de la demanda estaban llamadas 

a la prosperidad, sin que fuera necesario que el actor probara el 

negocio causal, ello en virtud de los principios de literalidad y 

autonomía de los títulos valores, sin que lo mismo hubiera sido objeto 

de debate; a lo que se suma el allanamiento que en un momento 

presentó la parte demandada, pero ahora y solamente vía alzada se 

opone a las pretensiones.  

 

En relación al segundo problema jurídico que se formulara, el actor, 

como se acaba de decir, nada tenía que probar en relación al negocio 

causal, pues en principio, el instrumento se desprende de la 

obligación que lo originó. 

 

En relación al tercer problema jurídico, que consiste en la solicitud de 

declarar la simulación de cara a la suscripción de los títulos valores 

sustento de la demanda, comenzando por el principio de la 

congruencia (artículo 281 C. G. del P.)9, lo mismo no resulta viable, 

 
9 De la congruencia la jurisprudencia siguiendo su línea, ha señalado: “La congruencia 

entonces, se erige en uno de los principios que gobiernan el derecho procesal civil, por 

cuya virtud, el fallo debe emitirse de manera concreta respecto de la materia litigiosa 

que las partes han sometido a conocimiento del juzgador, al formular sus peticiones o 

plantear sus defensas” (Corte Suprema, Sala Civil.  Sent. 28 febrero de 2012. Exp. 05282-

3103-001-2007-00131-01)… “… el fallador, pues, no puede, sin desbordar los límites de 

su potestad, resolver temas que no hayan sido propuestos oportunamente por las partes, 

y tampoco puede, desde luego que se reclama su intervención para desatar el litigio, 

dejar sin decisión materias de las que fueron sometidas a su composición. Por ello, de 

manera terminante ordena el artículo 304 del C. de P. Civil, que la parte resolutiva de 

la sentencia deberá contener decisión expresa y clara sobre cada una de las pretensiones 

de la demanda y de las excepciones, y el 305 siguiente puntualiza que el fallo deberá ser 
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ni siquiera vía interpretación; máxime cuando uno de los 

presupuestos axiológicos de las pretensiones de tal laya, es la 

intención de engañar, la que no se probó de ninguna de las partes 

contractuales.  

 

Finalizando este análisis, en cuanto a la solicitud que se decrete la 

nulidad absoluta de los pagarés atacados en esta acción, debe 

recordarse que los artículos 1740 y 1742 del C.C. prevén:  

 

“ARTICULO 1740. CONCEPTO Y CLASES DE NULIDAD. Es nulo todo 
acto o contrato a que falta alguno de los requisitos que la ley prescribe para 
el valor del mismo acto o contrato según su especie y la calidad o estado 
de las partes. 
“La nulidad puede ser absoluta o relativa. 
 
“ARTICULO 1741. NULIDAD ABSOLUTA Y RELATIVA. La nulidad 
producida por un objeto o causa ilícita, y la nulidad producida por la omisión 
de algún requisito o formalidad que las leyes prescriben para el valor de 
ciertos actos o contratos en consideración a la naturaleza de ellos, y no a 
la calidad o estado de las personas que los ejecutan o acuerdan, son 
nulidades absolutas. 
“Hay así mismo nulidad absoluta en los actos y contratos de personas 
absolutamente incapaces. 
“Cualquiera otra especie de vicio produce nulidad relativa, y da derecho a 
la rescisión del acto o contrato. 
 
“ARTICULO 1742. OBLIGACION DE DECLARAR LA NULIDAD 
ABSOLUTA. Subrogado por el art. 2º, Ley 50 de 1936.  La nulidad absoluta 
puede y debe ser declarada por el juez, aún sin petición de parte, cuando 
aparezca de manifiesto en el acto o contrato; puede alegarse por todo el 
que tenga interés en ello; puede así mismo pedirse su declaración por el 
Ministerio Público en el interés de la moral o de la ley. Cuando no es 
generada por objeto o causa ilícitos, puede sanearse por la ratificación de 
las partes y en todo caso por prescripción extraordinaria.”. 

 

consonante con esas pretensiones y con las excepciones dichas. La resolución judicial 

entonces debe ser respuesta acompasada con lo pedido por el demandante y con las 

defensas del demandado; no puede exceder los límites y tampoco puede dejar sin desatar 

los precisos temas que fueron sometidos a su decisión" (Sentencias de 29 de agosto de 

1998 y 15 de enero de 2010, exp. 1998-00181-01, entre otras). 
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Como se ve, en relación a los instrumentos debatidos: no se observa 

objeto o causa ilícita, ello ni siguiera se esgrimió; tampoco que se 

omitiera algún requisito o formalidad, de lo que nada se alegó; menos 

que los contratantes hubieran sido absolutamente incapaces, por lo 

que se concluye que lo reclamado vía alzada no es de recibo.  

 

Finalmente, no se formuló reparo o cuestionamiento frente a la 

declaratoria de la extinción de la garantía accesoria, lo que releva a 

la Sala de entrar a hacer análisis sobre el particular. 

 

Todo lo anterior conlleva a que la decisión apelada está llamada a la 

confirmación, por lo que en atención al artículo 365.3 del C. G. del P., 

se condena en costas en esta instancia a la parte recurrente y en favor 

del demandante, fijándose como agencias en derecho el equivalente a 

un (1) salario mínimo legal mensual vigente al momento de su 

liquidación, en lo que a esta instancia corresponde. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley:   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia apelada, según se motivó. 
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SEGUNDO: Se condena en costas a la parte demandada y 

recurrente, fijándose como agencias en derecho el 

equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual 

vigente en favor del demandante, en lo que a esta 

instancia corresponde. 

 

TERCERO: En firme lo decidido, vuelva el asunto al Despacho de 

origen para lo de su cargo. 

 

Esta decisión se notifica por estados. 

 

Notifíquese: 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 

 

             

 

           Con ausencia justificada 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ       MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

MAGISTRADO      MAGISTRADO 


